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2. Recensiones

Presentación libro: “Un nuevo tiempo para la Justicia Penal”
Jean Pierre Matus Acuña

Universidad de Chile

Para comprender a cabalidad lo que el libro reseñado dice y lo que aquí se dirá, 
en necesario situarlo en su marco teórico, esto es, la escuela de la Criminología 
Crítica Latinoamericana, de la cual sin duda Mª Angélica Jiménez es su más fiel 
representante en Chile. Ella se preocupa, por tanto, no de las causas que llevan a 
una persona individual a delinquir ni de los mecanismos para su control, sino del 
control de la acción de los organismos del Estado en cuanto ejercicio del poder a 
través del sistema penal.

En esa escuela se han formado Tamara Santos –quien compartió con Ma. An-
gélica los años de Zulia, mítica Escuela Criminológica dirigida alguna vez por la 
fallecida Rosa del Olmo– y Paula Medina, coautoras del libro que presento en esta 
ocasión. Paula Medina es, además, coautora del anterior libro publicado por Ma. 
Angélica sobre “Violencia contra la pareja en la justicia penal”, cuyo subtítulo, tan 
propio de la Criminología Crítica: “mayores penas, mayor violencia”, es al mismo 
tiempo un guiño en sentido contrario al estudio positivista de Lott y Mustard (1997) 
donde se defiende la hipótesis de que a “más armas, menos delitos”.

Máximo Sozzo, quien prologa el libro que presentamos destaca este hecho, y 
con razón. Pues en efecto, la pertenencia de las autoras a la Escuela de la Crimi-
nología Crítica local determinan el enfoque del libro, sus referencias y sus con-
clusiones. Preocuparse de la eventual ampliación del ámbito de lo punible como 
un problema en sí, por su implicancia en la ampliación del control social y del 
poder de las agencias estatales, particularmente de la policía es, típicamente, una 
preocupación de la Criminología Crítica. Las reiteradas citas a Pavarini, Garland 
y Pratt son las referencias cuasi obligadas en el mundo de la Criminología Crítica. 
La interpretación negativa de estadísticas públicas que muestra un aumento de la 
actividad del sistema procesal penal, particularmente en lo que toca al aumento de 
las “suspensiones condicionales” versus la disminución del “archivo provisional” 
y la aplicación del “principio de oportunidad”, se entiende mejor si se parte del 
principio de que la intervención de los agentes del Estado puede generar mayores 
problemas que la no intervención. La conclusión de que la Reforma Procesal Penal 
se ve “amenazada” por una política criminal que pone en el centro de su atención 
la respuesta a las demandas de las “víctimas del delito”, con el aumento del ám-
bito de lo punible que ello conlleva, especialmente en relación a la “violencia de 
género”, y los rasgos “larvados” de “populismo penal”, es también comprensible 
desde el punto de vista de quienes ven en la intervención del Derecho penal una 
extensión del control formal de las clases sociales más desfavorecidas antes que la 
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realización de un programa político democrático e igualitario, como lo piensan, por 
ejemplo, los grupos feministas respecto de la mencionada “violencia de género”.

Sobre la base de este planteamiento teórico, el libro se estructura siguiendo 
un orden que pretende poner de relieve el fundamento y el desarrollo histórico 
de la Reforma Procesal Penal, que a casi diez años de su instalación en todo el 
país se encontraría actualmente sometida a tensiones y presiones para impulsar 
cambios que las autoras parecen sutilmente rechazar. Así, el Capítulo I explica 
los fundamentos y el proceso histórico de la instalación del sistema acusatorio 
en Chile, movimiento iniciado con el retorno a la democracia en los años 90; el 
II, el fenómeno sociológico de aquella década donde emerge una preocupación 
por la delincuencia y la seguridad pública que las autoras entienden no siempre 
compatibles con las estadísticas criminales y más bien de alguna manera dirigi-
das por los medios de comunicación de masas; el III, titulado “Criminalización, 
penalidad, víctimas y justicia penal”, da cuenta de tres importantes cambios en la 
legislación penal sustantiva que las autoras identifican como fenómenos expansivos 
del Derecho penal tras la instalación de la Reforma Procesal Penal: la introduc-
ción de la Ley de Responsabilidad Penal de los Adolescentes, la modificación de 
la Ley de Violencia Intrafamiliar y las reformas en los delitos de carácter sexual; 
así como de los cambios en la ley Nº 18.216, que transformaron sus “medidas 
alternativas” en “penas sustitutivas”, introduciendo el control telemático de las 
mismas (al menos en el texto de la ley). En el Capítulo IV, las autoras vuelven la 
mirada hacia las tensiones entre los diversos actores del sistema penal y también 
entre éstos y el Ejecutivo, que en su rol de querellante también toma parte en la 
discusión de casos particulares. En el V, se enfrenta el proceso de reformas del 
Código Procesal Penal pasados y actuales como una suerte de disputa de terrenos 
de influencia entre el poder político (la “política criminal”) y los operadores del 
sistema, especialmente los jueces. Finalmente, en el VI y último capítulo, las autoras 
nos presentan lo que sería la tesis central del libro: que los procesos de reforma 
penal sustantiva y procesal antes expuestos serían “amenazas que se ciernen sobre 
la justicia penal”, en la forma de “expansión penal”. Y a esa “amenaza”, agregan 
otras. Unas, de carácter “interno”, como serían la burocratización del sistema, 
sus problemas operativos que conllevan a condenas de inocentes, el aumento 
de las condenas y del hacinamiento carcelario consecuente. Y otras, de carácter 
“externo”: el empoderamiento de los ciudadanos en una sociedad de “víctimas”, 
los cambios en la estructura social y la desintegración y exclusión en los ámbitos 
familiar y escolar, la preocupación del poder político por la seguridad ciudadana 
y lo que ellas denominan un “larvado” populismo penal.

En el detalle, el libro ofrece a sus lectores tres vías de acercamiento y profun-
dización que hacen no sólo ágil su lectura, sino también permiten remarcar los 
conceptos y reforzar las conclusiones y consecuencias de lo que se afirma: cada 
capítulo es precedido de una introducción que indica lo que se va a tratar y el orden 
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correspondiente y, luego del desarrollo, contiene una “síntesis” donde, como su 
nombre lo indica, se expone resumidamente lo explicado y las “conclusiones” que 
de ello se derivan. A esos dos recursos se agrega un capítulo final no numerado 
de “conclusiones” donde éstas se exponen en conjunto y también ordenadas con 
relación a cada uno de los capítulos. Además, para quienes no están familiarizados 
con la nomenclatura legal chilena el libro trae dos anexos que explican sucintamente 
las instituciones básicas del sistema procesal vigente. Y, naturalmente, como se 
espera de un texto de criminología moderna, en cada capítulo se entregan cifras, 
gráficos y cuadros que fundamentan empíricamente lo que se expone y concluye.

Bajo aquel marco teórico y con ese esquema ofrecen las autoras al lector una 
tesis bastante clara y que puede resumirse en lo siguiente: el sistema procesal penal 
reformado en Chile encontraría sus fundamentos en el equilibrio entre las garantías 
de los imputados y la eficiencia en su funcionamiento, pilares que representarían 
lo que ellas llaman las “dos almas de la reforma” (empleando aquí otro guiño 
idiomático referido esta vez a la discusión política en torno a la identidad de lo 
que puede llamarse la “centro-izquierda” nacional), y ese equilibrio se encontraría 
“amenazado” tanto por el sistema político y su tendencia a resolver los problemas 
sociales y las demandas ciudadanas mediante nuevas y/o más severas disposicio-
nes penales, como por las tendencias internas del sistema a la conflictividad y la 
burocratización, transformando su actividad no en aplicación de la ley, sino en 
conflictos mediáticos y “gestión de causas”.

Sin embargo, concluyen que esas “amenazas” no habrían logrado hasta el 
momento producir una “deslegitimación” del actual sistema procesal, similar al 
grado que llegó el anterior sistema inquisitivo que reemplazó, por varias razo-
nes: primero, porque a pesar de todos los problemas derivados sobre todo por el 
aumento de las causas de que conoce el sistema (gran parte de ellas, “faltas” o 
“infracciones” antes de conocimiento de los juzgados de policía local, los tribunales 
civiles o simplemente fuera del sistema sancionatorio) el sistema habría encontra-
do mecanismos de gestión que mantienen los niveles de eficiencia prometidos, al 
menos en tiempo de respuesta promedio. En segundo lugar, porque las reformas 
que pretendieron o pretenden reducir las garantías procesales se habrían visto 
enfrentadas a la resistencia de los operadores y, especialmente de los jueces, para 
su aplicación, manteniéndose en pie el régimen original del sistema al respecto. 
Y, finalmente, porque la conflictividad del sistema, tanto al interior como frente 
al sistema político sería parte de su diseño original y no debiera llamar especial-
mente la atención.

Ese es, según entiendo, en breve resumen el planteamiento explícito de las au-
toras, cuyos detalles debiera el lector interesado en el desarrollo de nuestra justicia 
criminal descubrir en la lectura de las 373 páginas del libro, lectura que gracias a 
un estilo claro y preciso de las autoras, y a los recursos técnicos a que ya he hecho 
referencia, se hace amable y muy fácil de seguir, a pesar de la complejidad de los 
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temas que abordan. Si como afirma el refrán, “la claridad es la cortesía del sabio”, 
habremos de agradecer la de las autoras, que hace todavía más meritoria la obra.

Esta claridad es la que permite también el verdadero debate científico, pues 
conocidos los fundamentos y las consecuencias de lo que se expone es más fácil 
discutir unos y otros, y eso también es de agradecer.

En este sentido, lo que ahora quisiera hacer es aprovechar la oportunidad que 
se me ofrece para tomarnos en serio lo que las autoras exponen y contrastar sus 
afirmaciones y conclusiones con puntos de vista divergentes, que nos permitan a 
todos enriquecer el debate y profundizar en los temas propuestos.

En primer lugar, es llamativo el hecho de que las autoras asocien lo que deno-
minan las dos almas de la reforma, la garantista y la eficientista a las tradiciones 
europeas y sajonas, respectivamente. Ello por cuanto la reforma acusatoria en 
Europa continental no tuvo lugar sino tras la victoria aliada en la Segunda Guerra 
Mundial y tal reforma puede incluso considerarse incompleta, al punto que con 
propiedad sistemas avanzados como el alemán pueden mejor designarse como 
“inquisitivos reformados” o de “persecución oficial” antes que acusatorios pro-
piamente tales. Toda la elaboración dogmática del debido proceso es heredada o 
tributaria, en Europa y entre nosotros, de las reglas desarrolladas en la tradición 
sajona y, especialmente, por la Corte Suprema de los Estados Unidos. Es cierto 
que allí a partir de las ideas del “merecimiento” y las propuestas de “verdad en 
las sentencias” el sistema de penas se ha rigidizado de manera notable, con la 
introducción de penas fijas determinadas por la Comisión de Lineamientos de 
Sentencias y la práctica supresión de la mediación administrativa en su aplicación, 
graficada en el fin de las comisiones de parole, reemplazadas precisamente por 
sentencias rígidas con plazos prefijados de cumplimientos de condena en prisión. 
Sin embargo, a pesar de las altas penas que estos sistemas prevén, la proliferación 
de sentencias de muerte y la aplicación de la regla de los three strikes and you are 
out nos llevan a tomar con escepticismo estos desarrollos neorretribucionistas y 
neutralizadores en materia de determinación e imposición de penas, ello no significa 
que no se sigan desarrollando allí las garantías procesales a niveles desconocidos 
por nosotros, como puede apreciarse en la discusión generada tras la decisión de 
este año de la Corte Suprema de ese país de considerar la información contenida en 
los teléfonos celulares como parte de la intimidad que protege su cuarta enmienda 
y, por lo mismo, sujeta su intervención a control judicial previo. Como dicen las 
Escrituras, “Al César lo que es del César…”.

Sin embargo, una cosa es que valga la pena reconocer un diferente origen de 
lo que las autoras llaman las “dos almas de la reforma”, y otra diferente es que el 
diagnóstico que hacen las autoras acerca de su existencia y efectos en el proceso 
histórico posterior a la instalación del nuevo sistema procesal esté equivocado, pues 
ello no es así, dado que, efectivamente, mientras algunos apoyamos la reforma por 
su carácter “garantista” o realizador del debido proceso; otros lo hicieron por su 
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promesa de efectividad en la lucha contra el delito. No se trataba únicamente de 
establecer un sistema más eficiente en la administración de los recursos de que se 
le proveían, sino precisamente más eficaz en el cumplimiento de la única finalidad 
que parece tener sentido en un Estado terrenal y al servicio de las personas: la 
reducción de la criminalidad o al menos su control a niveles tolerables.

Aunque parezca de perogrullo, hay que repetir que no es sino ese el sentido de 
gastar los escasos recursos fiscales en policías, fiscales, defensores, jueces, cárceles 
y gendarmes. Sin ese sencillo objetivo, parecería absurdo e insensato un gasto fis-
cal que bien podría destinarse a escuelas, policlínicos, hospitales y toda suerte de 
servicios sociales que redujesen la desigualdad y los factores que de ella derivan e 
inciden en determinar el comportamiento criminal o no de cada cual.

Es por ello que deberíamos abandonar nuestra vieja costumbre consistente 
en afirmar que el sistema penal nada tiene que ver con la reducción del delito. 
Si el sistema político se convenciera de este desiderátum no se produciría una 
inyección de recursos para mejorar las garantías de los inculpados, sino al revés: 
veríamos una rápida disminución de los recursos destinados al sistema, pues qué 
sentido político tendría tal gasto sin una consecuencia o finalidad útil. Incluso 
si sólo quiere afirmarse con la aplicación de las reglas procesales y penales la 
vigencia de la norma general por sobre la voluntad del quebrantador, que ello se 
logre o no sería parte de la evaluación del funcionamiento real del sistema y del 
provecho de la inversión en el mismo, pues para su afirmación simbólica y sin 
correlato empírico bastaría, en principio, con la constatación de su publicación 
en el Diario Oficial. 

Y ese es el camino que esta publicación abre: si realmente se cree que la Refor-
ma Procesal Penal se encuentra amenazada por presiones externas para desfigurar 
las garantías procesales en orden a mejorar la eficiencia en la persecución penal, 
medida en número de personas en prisión preventiva o cumpliendo condenas 
efectivas, deberíamos tomar conciencia de tales amenazas y procurar conjurarlas 
de alguna manera que vaya más allá de la simple negación de la realidad a la que 
los penalistas estamos acostumbrados: las presiones de los grupos de víctimas, 
del poder político y de los medios de comunicación que denuncian las autoras 
existen y son poderosas. La respuesta no es negar su existencia ni acusarlas de 
superficialidad o ignorancia. De lo que se trataría ahora es de demostrar, como 
hacen las autoras, que el sistema sí es eficiente en ciertos aspectos y aceptar que 
es perfectible en aquellos en que no cumple su objetivo. 

¿Qué funciona? y ¿qué no funciona? para reducir las tasas de delito en el marco 
de un sistema procesal de corte acusatorio y de la ejecución de las penas previstas 
por la ley sustantiva pudiera ser el siguiente desafío de las autoras o de los lectores 
de la obra deseosos por profundizar en lo que ellas nos aportan.

Mientras no se responda a ese desafío quedaremos a merced de la única respuesta 
que el sistema político conoce hasta ahora: el encarcelamiento como neutralización 


